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DEFENSOR DEL PUEBLO EUROPEO 

I. lntroducción.-La reforma de 1809 introdujo en la Constitución sueca la ins­
titución del Ombudsman. conocido entre nosotros con el nombre del Defensor del 
Pueblo. Muchos Estados han instituido desde entonces esta figura en el plano na­
cional (en noviembre de 1995 la figura existe en 75 países diferentes. 27 de ellos 
europeos). 

Aunque el modelo clásico de esta institución se concretaba en la instauración 
de una magistratura de opinión dependiente del parlamento estatal, se han reali­
zado diferentes desarrollos a lo largo del tiempo. Así, en primer lugar, se han con­
figurado distintas instituciones de corte similar pero que son nombradas por el 
Consejo de Ministros (esto ocurre. por ejemplo, con el Mediador francés). Se han 
creado. en segundo lugar, defensores del pueblo especializados en determinadas 
materias (reclamaciones policiales. protección de la vida privada o uso del francés 
e inglés en la Administración -Canadá. Alemania-). En tercer lugar. se ha ge­
neralizado la utilización del Defensor del Pueblo. De un lado. la institución ha 
surgido en planos distintos al nacional, dándose también en los Estados miembros 
de una federación (Austria, Alemania). y en los campos regional (Espafia. Bélgica. 
Italia), provincial (Italia) y local (Bélgica. Reino Unido). De otro lado. esta figura 
aparece ahora en el ordenamiento jurídico comunitario. 

El artículo 138 TUE instituye el Defensor del Pueblo de la Unión Europea. 
Esta figura existía ya en diez Estados miembros. Una com isión parlamentaria 
de pet icion es de carácter nacional realiza similares cometidos en Aleman ia. 
Grecia y Luxemburgo. Italia cuenta con defensores del pueblo regionales y 
provinciales. La región flamenca de Bélgica tiene su Defensor del Pueblo, y en 
el plano nacional se ha dictado ya la legislación necesaria en relación con una 
figura similar. 

La causa que explica el origen del Defensor del Pueblo Europeo se incardina. 
más allá de las viejas pero escasas peticiones del PE en esta dirección (Resolución 
publicada en el DOCE C 140. de 5-6-1979. p. 153). en el Estatuto de la Ciudadanía 
de la Unión* (debido en su origen. como es sabido, a la propuesta del presidente 
espafiol Felipe González a los demás miembros del Consejo Europeo). En la pro­
puesta española se pretendía. entre otras cosas, generalizar en el escalón estatal y 
en el contexto de la ciudadanía comunitaria la figura del Defensor del Pueblo. Es 
la Presidencia luxemburguesa (de 1991) la que presenta ya una delimitación or­
gánica del DPE muy cercana a la actualmente contenida en el TUE. Aunque la 
incorporación de esta alta magistratura de opinión en el TUE posee un alto valor 
simbólico (tanto en la -pretendida- constitucionalización del proceso comuni­
tario como en el acercamiento de la Administración comunitaria a los particula­
res). debe hacerse notar, sin embargo, que no solamente los ciudadanos de la Unión 
pueden acudi r -directamente o a través de un parlamentario- al Defensor del 
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Pueblo Europeo; esta facultad beneficia a las personas físicas o jurídicas -más 
simplemente, a los administrados- que residan en el territorio de la UE. 

Puede adelantarse ya. a modo de introducción, que el Defensor del Pueblo pre­
figurado en el TUE responde al esquema clásico: el DPE se configura como un 
alto comisionado del PE, que carece de poderes coactivos y que tiene por esencial 
finalidad preservar los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con los pode­
res públicos. Es conveniente recordar que el DPE debe coordinar sus funciones 
con las que son materialmente cercanas y ejerce el PE (que son en síntesis la po­
sibilidad de que se establezcan comisiones temporales de investigación sobre su­
puestos de mala administración y violación de las normas de Derecho comunita­
rio, y el funcionamiento de Ja comisión de peticiones -a las que pueden dirigirse 
los residentes comunitarios-). Como se indica en el Informe de la actuación del 
DPE en el alío 1995, presentado al PE, se ha acordado que el Defensor del Pueblo 
no se ocupe de asuntos pendientes ante la comisión de peticiones, a menos que, 
con el consentimiento del peticiona1io. la comisión se los transmita. El artículo 5 
de la Decisión 94/262 del PE contempla, finalmente, la eventual colaboración del 
DPE con sus homónimos nacionales, para que su actuación sea más eficaz. En los 
últimos meses del año pasado ya se han producido algunos encuentros entre el DPE 
y algunas figuras similares de corte nacional (en Luxemburgo y posteriormente en 
Las Palmas -España-). en los que se pretende establecer ciertas relaciones de 
cooperación. 

11. Estatuto personal.-El Estatuto personal del DPE viene marcado por su 
dependencia orgánica en relación con el PE (no estamos, pues, ante una institu­
ción comunitaria en sentido estricto). Es el PE quien designa al DPE. y es también 
quien. llegado el caso. puede promover su destitución. 

El procedimiento para la designación del DPE se abre, por lo general, al inicio 
de la legislatura del PE (excepto en los casos de fallecimiento, renuncia y destitu­
ción). Tras la convocatoria para la presentación de candidaturas con vistas a su 
nombramiento, realizada por el presidente del PE y publicada en el DOCE, se pre­
sentan éstas. Para su tramitación es preciso que cuenten con el respaldo de al me­
nos veintinueve diputados. nacionales de, como poco, dos Estados miembros. El 
perfil de los aspirantes ha de ser el siguiente: debe tratarse de una persona que tenga 
la ciudadanía de la Unión, debe asimismo disponer del pleno disfrute de sus de­
rechos civiles y políticos, ofrecer plenas garantías de independencia y contar con 
las condiciones requeridas en su país para el ejercicio de las más altas funciones 
jurisdiccionales o poseer experiencia y competencia notorias para el ejercicio de 
las funciones de Defensor del Pueblo (art. 6, Decisión 94/262 PE). Las candida­
turas son tramitadas por la comisión permanente del PE, que puede solicitar oír. 
en audiencia abierta a todos los parlamentarios, a los interesados. La lista alfabé­
tica de las cand idaturas es posteriormente sometida a votación del Pleno (de­
biendo hallarse presentes al menos la mitad de los europarlamcntarios). Para re­
sultar designado, el candidato deberá obtener la mayoría absoluta en las dos 
primeras votaciones (que son secretas). Si ningún candidato consigue este apoyo, 
la tercera votación solamente se realiza respecto de los dos candidatos más vota­
dos en la an terior. 

Una décima parte de los diputados europeos puede promover la destitución 
del Defensor del Pueblo si. a su juicio. éste hubiera dejado de cumplir las condi­
ciones necesarias para el ejercicio de sus funciones o hubiera cometido una falta 
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grave. La solicitud de destitución es transmitida al Defensor y a la comisión com­
petente. Si la mayoría de los miembros de esta última considera que los motivos 
invocados son fundados e levará un informe al Pleno. El Pleno de la Cámara. en 
una sesión en la que deben estar presentes al menos la mitad de sus miembros. 
deberá votar el citado informe. tras oír al DPE y debatir la cuestión. El voto del 
parlamentario es secreto. En caso de votación favorable a la destitución del DPE. 
y en caso de que éste no actúe en consecuencia. dimitiendo. el presidente pedirá. 
no más allá del período parcial de sesiones siguiente al de ta votación. al TJCE que 
destituya al Defensor del Pueblo. 

La vinculación orgánica existente entre el DPE y el PE se muestra también en 
la duración del mandato de aquél, que se subordina. en principio -dejando al 
margen Jos supuestos de fallecimiento. destitución y renuncia-. a la de Ja legis­
latura y en la determinación de su sede. que es Ja del PE (Estrasburgo). En caso de 
cese anticipado. e l mandato del nuevo Defensor cubrirá el período restante de Ja 
legislatura. En fin. el Defensor informará a la comisión parlamentaria competente 
periódicamente y cuando ésta Jo solicite acerca de sus actividades y elevará un In­
forme anual al PE. El propio DPE y el presidente de la citada comisión son garan­
tes de la confidencialidad de las informaciones de que tengan conocimiento en el 
marco de Ja actividad del DPE. Estas informaciones solamente son transmisibles 
a Ja autoridad judicial en el marco de procedimientos criminales. 

Ahora bien. la dependencia orgánica existente entre e l DPE ) el PE no impide 
al primero disponer de total independencia para el ejercicio de sus funciones. Su 
ú nica vinculación debe conectarse con el interés general de las Comunidades y de 
los ciudadanos de la UE. Goza así de total independencia frente a cualquier Go­
bierno o institución -que no pueden por ello imponerle instrucción alguna-. 
Esta independencia. esencial para el ejercicio de sus funciones. se subraya ya en el 
momento en el que el Defensor es designado por el PE. En este momento. e l De­
fensor asume ante el T JCE el compromiso solemne de ejercer sus funciones con 
independencia e imparcialidad absolutas y de respetar las obligaciones que se de­
rivan de su cargo -especialmente Jos deberes de honestidad y discreción-. Al 
DPE se Je asim ila. a efectos salariales. con los jueces del T JCE. y se Je aplican de­
terminados preceptos del Protocolo sobre los privilegios e inmunidades de las Co­
munidades Europeas. Como contrapai1ida. en aras de asegurar esa misma inde­
pendencia. surge la incompatibilidad del DPE con toda otra función política. 
administrativa o profesional -sea o no remumerada. 

111. Funciones del DPE.-El DPE está facultado para recibir las reclamacio­
nes de cualquier ciudadano de Ja U nión o de cualquier persona física o jurídica 
que resida o tenga su domicilio social en un Estado miembro. relativas a casos de 
mala administración en la acción de las instituciones u órganos comuni tarios que 
les afecten (no existe acción popular). con exclusión del TJCE y del TPI (art. t 38. t 
TUE). Es preciso realizar algunas observaciones. En primer Jugar, no es descai1a­
blc que el DPE pueda examinar supuestos en los que haya existido una mala ad­
ministración por pa11c del T JCE y del TPI. siempre y cuando ésta no tenga carác­
ter jurisdiccional. En segundo lugar. el propio Tratado de Maastricht contempla 
que la actuación del DPE pueda darse de oficio; esto es. sin que sea preceptiva la 
existencia de la reclamación de un panicular an te su oficina o por mediación de 
un miembro del PE. En el Informe anual de 1995 presentado por el DPE ante el 
PE (DOCE e 234. de 12-8-1996. pp. 1 y SS.) se indica que las investigaciones por 
iniciativa propia no deben ser aplicadas con demasiada frecuencia. En tercer lugar. 
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el control del DPE se extiende a todos los órganos comunitarios (expresión más 
amplia que la de sus instituciones, en la que se incluyen, por ejemplo. el CES, el 
BEi. el Comité de las Regiones, o la Agencia Europea de Medio Ambiente). Es 
claro que el comisionado europeo no puede examinar las actuaciones de otras ad­
ministraciones nacionales o de carácter internacional. Esta afirmación no se ve 
contrariada por la obligación de los Estados miembros de facilitar al DPE toda la 
información, pues con ello únicamente se pretende esclarecer los casos de mala 
administración por parte de instituciones u órganos comunitarios. En cuarto y úl­
timo lugar, es preciso intentar desentrañar qué debe entenderse por mala adminis­
tración, partiendo de que nos hallamos ante un concepto jurídico indeterminado. 

Por mala administración puede entenderse, en primer lugar, aquella actuación 
de la Administración que desconoce los derechos fundamentales comunitarios. Esta 
delimitación restrictiva del término en examen sólo permitiría al Defensor del 
Pueblo mediar en los conflictos en los que se han desconocido los derechos fun­
damentales (tal y como están delimitados en el artículo F.2 TUE y ya con anterio­
ridad en la jurisprudencia del TJCE). Es posible entender, en segundo lugar, que 
mala administración supone simplemente funcionamiento irregular de la Admi­
nistración pública. Esta concepción de la mala administración, extensiva, haría 
posible que toda desviación de los procedimientos administrativos, por pequeña 
que fuera, puede ser controlada por el DPE. En el Informe del DPE del año 1995 
se alude a un concepto intermedio a los ya citados de mala administración. Ésta 
se produce no sólo cuando los órganos comunitarios desconocen el Derecho co­
munitario (esto es, los Tratados, los actos vinculantes o los principios contenidos 
en la ju1isprudencia del TJCE), sino también cuando concurren otras prácticas, 
como son, entre otras, las irregularidades administrativas, omisiones administra­
tivas, abusos de poder, negligencias, favoritismos, retrasos injustificados, etc. La 
mala administración puede concebirse así corno el reverso del principio de buena 
administración, a l que el T JCE alude en su sentencia «l.A.Z. International Bel­
giurn y otros c. Cornm.» -8-1 1-1 983-, entre otras. Por el contrario, no puede 
invocarse un supuesto de mala administración respecto de las decisiones de natu­
raleza política, o en relación con las cualidades de los actos legislativos comunita­
rios, ni tampoco respecto de asuntos ya tratados por la comisión de peticiones del 
PE (salvo si se alegan nuevos hechos). 

Las reclamaciones de los particulares pueden dirigirse al DPE (directamente o 
por mediación de un miembro del PE). siempre que: a) no hayan transcurrido dos 
años desde que tuvo conocimiento de los hechos que la motivan, y b) se vea pre­
cedida de las oportunas gestiones administrativas ante el órgano de que se trate. 
Estas reclamaciones reciben en todo caso acuse de recibo. El DPE estima si es o 
no admisible y si existen motivos para llevar a cabo una investigación. Si se de­
clara inadmisible, se informa al demandante (que puede presentar otro escrito que 
subsane, en su caso, las carencias del primero). Si el DPE admite la reclamación, 
se produce una investigación preliminar (en la que el DPE informa a la institución 
afectada, que emite un primer informe que se traslada al reclamante, que dispone 
de un mes para realizar nuevas alegaciones). El DPE debe examinar nuevamente 
si es pertinente continuar o no con la investigación (ya sea porque el procedi­
miento anterior le hace pensar que la reclamación no es consistente o porque la 
institución afectada haya variado su comportamiento). Si a su juicio persiste la ne­
cesidad de proseguir la investigación, el DPE puede impulsar acuerdos amistosos 
entre la Administración y los administrados. Si se sigue produciendo una mala ae-
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tuación por parte de la institución interesada. el DPE constatará su existencia, for­
mulando proyectos de recomendaciones a la misma. que deberá reenviar a su ofi­
cina un nuevo informe en un plazo no superior al de tres meses. Si la institución 
no adopta finalmente medidas adecuadas para resolver el caso de mala adminis­
tración. al Defensor solamente le resta enviar al Parlamento y al órgano afectado 
un informe en el que puede fonnular recomendaciones. 

En todo caso. la actuación del DPE conoce límites. En efecto. ya se ha indi­
cado cómo éste no puede investigar actuaciones jurisdiccionales del T JCE y del 
TPI. Tampoco le es posible. en segundo lugar, examinar asuntos que se encuen­
tren residenciados en órganos judiciales. Su acceso a la información dada por los 
poderes públicos (comunitarios o extracomunitarios) se puede ver impedido, en 
tercer lugar. cuando recaiga sobre materias sometidas a secreto. 

Es preciso indicar. para acabar este apartado. que el DPE y el resto de personas 
que trabajan en su oficina están obligados a no divulgar las informaciones y do­
cumentos a los que haya accedido en el marco de sus investigaciones. Esta regla se 
matiza en relación con las in formaciones que puedan ser objeto de un procedi­
miento penal o disciplinario. En estos casos. el DPE informará a la institución co­
munitaria a la que pertenezca el agente afectado. Si se trata de un presunto com­
portamiento delicti vo, el DPE lo comunicará tambié n a través de las 
representaciones permanentes de los Estados miembros ante las Comunidades Eu­
ropeas. Ese deber de confidencialidad no es óbice para que el DPE eleve un in­
forme anual ante el PE. que se publica en el DOCE. 

IV. Los primeros pasos dados por el DPE.-Se ha publicado recien temente 
el Informe anual del DPE correspondiente al año 1995. reenviado al presidente 
del PE el n de abril de 1996 (DOCE C :234, de 12-8-1 996). Es COl1\'C niente indicar 
que este informe tiene una limitada importancia. ya que la oficin a del DPE co­
menzó a funcionar muy tardíamente. El 12 de julio, el PE eligió a Jacob Sóder­
mann como primer DPE. Éste asumió el 27 de septiembre el solemne compro­
m iso a nte el TJCE, del que ya se ha hablado con a nterioridad. Pese a ello. es 
interesante destacar algunos datos aportados por este primer informe presentado 
por el DPE ante el PE. 

Hasta el 31 de diciembre de 1995 se registraron en la o ficina del DPE 298 re­
clamaciones (la primera se remontaba al 8 de abri l de 1994). Solamente ocho se 
han tramitado a través de un europarlamentario; 13 1 fueron exam inadas antes de 
finalizar 1995, resultando el 80% de ellas consideradas inadmisibles. Las que. por 
el contrario, estaban suficie ntemente motivadas han sido tramitadas en los meses 
finales de 1995 y en 1996. 

Las reclamaciones han sido dirigidas mayoritariamente desde el Reino Unido 
(51) -al que le siguen, en términos absolu tos. Alemania (44), Espa ña (37). Bél­
gica (33). Francia (32) e Italia (30)-. y han ~ido admi tidas en mayor proporción 
las provenientes del Reino Unido y Bélgica (1 3 y 7. respectivamente). De otros 
países extracomunitarios han partido 11 reclamaciones. Por o tra paiie. es la Co­
misión la institución comunitaria müs conflictiva (de las 30 reclamaciones admi­
tidas por el DPE, 24 se dirigen contra ella). Son anecdóticas las quejas relaciona­
das con el PE (3), el Consejo (2) y otros órganos comunitarios ( 1 -en concreto, 
la Agencia Europea del Medio Ambiente, con sede en Copcnhague-). 

Las reclamaciones que han sido admitidas por la oficina del DPE versan casi 
siempre sobre supuestos en los que la institución o el órgano comunitario afectado 
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no facilitó al administrado determinadas informaciones. También se ha cuestio­
nado la transparencia, escasa ajuicio de determinados peticionarios. de la actua­
ción comunitaria y el procedimiento de selección para la provisió n de algunas 
plazas. 

Y. El dcYenir del DPE.-El futuro del DPE depende en buena medida de su 
propia actuación; del prestigio que sus in formes logren alcanzar. Su primigenia 
función en el momento actual no es convertirse en juez de la legalidad (los par­
ticulares cuentan con un buen número de derechos subjetivos -y por ende reac­
cionales- para lograr esto); su actuación es más bien flexibilizar -acaso huma­
nizar- el funcionamiento de la Administración en relación con Jos particulares. 
Se trata de que su poder de influencia -en conexión con la publicidad dada a sus 
informes- logre influir en la actuación de la Administración. En definitiva, el DPE 
está llamado a intervenir no tanto para prevenir actuaciones administrativas de 
carácter ilegal (existen mecanismos más eficaces). sino para mediar an te actuacio­
nes administrativas que, aunque jurídicamente posibles, cuestionan los derechos, 
intereses y expectativas de los administrados (como pueden ser, por ejemplo, su 
seguridad jurídica o su confianza legítima y lealtad), especialmente cuando éstas 
se realizan discrecionalmente. 

Normas y documentos: Capítulo XX -Del Defensor del Pueblo- del Regla­
mento del PE (DOCE L 293, de 7-12-1995); Decisión 94/262 del PE, de 9-3- 1994, 
sobre el Estatuto del Defensor del Pueblo y sobre las condiciones generales del 
ejercicio de sus funciones (DOCE L 113, de 4-5-1994). 
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